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CONTRATISTAS INDEPENDIENTES, SIMPLES INTERMEDIARIOS Y REPRESENTANTES PATRONALES / SIMPLE INTERMEDIARIO / CONDENA / CONFIRMA - Señala el artículo 34 del C.S.T. que son contratistas independientes, y por tanto, verdaderos patronos y no representantes ni intermediarios, las personas naturales o jurídicas que contraten la ejecución de una o varias obras o la prestación de servicios en beneficio de terceros, por un precio determinado, asumiendo todos los riesgos, para realizarlos con sus propios medios y con libertad y autonomía técnica y directiva; siendo el beneficiario del trabajo o dueño de la obra, solidariamente responsable con el contratista por el valor de los salarios, las prestaciones sociales e indemnizaciones a que tenga derecho el actor.

Ahora bien, el artículo 32 de ese mismo cuerpo normativo, prevé que son representantes del empleador, y como tales, lo obligan frente a sus trabajadores, además de quienes tienen ese carácter según la Ley, la convención o el reglamentó del trabajo, quienes ejerzan funciones de dirección o administración y los intermediarios.

Frente a éstos últimos, establece el artículo 35 del C.S.T., que se consideran simples intermediarios las personas que contratan servicios de otras para ejecutar trabajos en beneficio y por cuenta exclusiva de un empleador, e igualmente aquellos quienes, aun apareciendo como empresarios independientes, agrupen o coordinen los servicios de determinados trabajadores para la ejecución de trabajos en los cuales utilicen locales, equipos, maquinarias, herramientas u otros elementos de un empleador, para beneficio de éste y en actividades ordinarias inherentes o conexas del mismo; obligándose a declarar esa calidad y manifestando el nombre del empleador, pues de no hacerlo, responde solidariamente con aquel por las obligaciones respectivas.

De conformidad con lo expuesto, se concluye que aquellos representantes patronales que ejercen funciones de dirección o administración, no son solidariamente responsables frente a las obligaciones contraídas por el empleador frente a su trabajador.
(…)
De conformidad con lo expuesto por el propio José Adán Bañol Bañol, concluye la Sala que si bien en su testimonió él intentó mostrarse como un contratista independiente respecto del señor Héctor Alberto Restrepo Peláez, propietario del establecimiento de comercio “Carrocerías Oasis”, la verdad es que en su relato se evidencia que él realmente fungió como un simple intermediario, pues nótese que su función era la de agrupar un número determinado de personas para ejecutar labores en beneficio del señor Restrepo Peláez, utilizando las instalaciones, equipos, herramientas y materias primas que éste suministraba para dar cumplimiento a la actividad principal del establecimiento de comercio, que según el certificado de matrícula mercantil expedido por la Cámara de Comercio de Pereira –fl.23- es la “Fabricación de carrocerías para vehículos automotores; fabricación de remolques y semirremolques.”.

Es que nótese que a pesar de que el accionado allegó contrato de comercial suscrito entre él y el señor Bañol Bañol –fls.55 a 56- que podría dar la apariencia de que se tratara de un contratista independiente, lo cierto es que ello no solamente la contraría la realidad mostrada por el señor José Adán en su declaración, sino también porque dicho contrato no fue cumplido en los términos allí descritos, pues al preguntársele al señor Héctor Alberto Restrepo Peláez si el señor Bañol Bañol había constituido la póliza de cumplimiento a favor del contratante para el cumplimiento y calidad del objeto del contrato descrita en el numeral 5º de la cláusula sexta del convenio comercial, contestó que nunca verificó la constitución de la misma; omisión que de acuerdo con lo previsto en la cláusula novena habilitaba al contratante para dar por finalizada la relación comercial, situación que nunca aconteció, pues como ya quedó demostrado, entre el testigo y el demandado no existió ese tipo de relación contractual.

En lo que tiene que ver con el argumento expresado por la parte demandada en el recurso de apelación, consistente en que la señora Gloria Grajales Salazar, madre del señor Héctor Fabio Grajales Salazar, había expresado que era su hijo quien había decidido no volver al trabajo, es del caso manifestar que ello no obedece a la verdad, pues insistentemente en su relato sostuvo que su hijo Héctor Fabio Grajales Salazar le había contado que los señores José Adán Bañol Bañol y Héctor Alberto Restrepo Peláez fueron quienes, estando incapacitado, le indicaron que no volviera a trabajar con ellos, es decir, que habían sido ellos quienes habían dado por finalizado el contrato de trabajo.
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MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 
AUDIENCIA PÚBLICA
SALUDO. BUEN DIA
Hoy, diecisiete de enero de dos mil dieciocho, siendo las once de la mañana de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso apelación interpuesto por el señor HÉCTOR ALBERTO RESTREPO PELÁEZ en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 28 de junio de 2017, dentro del proceso que le promueve el señor HÉCTOR FABIO GRAJALES SALAZAR, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2016-00310-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Héctor Fabio Grajales Salazar que la justicia laboral declare que entre él y el señor Héctor Alberto Restrepo Peláez existió un contrato de trabajo entre el 5 de noviembre de 2014 y el 19 de noviembre de 2015 y con base en ello aspira que se condene al demandado a reconocer y pagar los correspondiente a incapacidades médicas, el auxilio de transporte, las cesantías y sus intereses, vacaciones, primas de servicios, la indemnización por despido sin justa causa, la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., la indemnización del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes a título de indemnización de perjuicios materiales y morales por la pérdida de la falange distal del dedo pulgar derecho, los aportes a pensión en la AFP Protección S.A., lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Prestó sus servicios en la soldadura y remachado de instalaciones a favor del señor Héctor Alberto Restrepo Peláez entre las fechas reseñadas anteriormente; en los cinco primeros meses se le cancelaba semanalmente la suma de $200.000 y a partir del sexto mes de servicios la suma de $300.000 semanales, devengando entonces un salario mensual equivalente a $1.285.714,28; las labores encomendadas las realizó en un horario de trabajo de lunes a viernes de 8:00 am a 6:00 pm con un descanso de una hora para el almuerzo y los sábados de 8:00 am a 12:00 m; el 7 de octubre de 2015 sufrió accidente de trabajo aproximadamente a las 11:00 am, cuando un compañero de trabajo no puso cuidado, bajo la palanca de la máquina dobladora, generando que se le amputara parte del dedo pulgar derecho; cuando se dirigía a una clínica u hospital de la ciudad con su jefe inmediato José Bañol Bañol, el señor Restrepo Peláez le dijo a éste que negara cualquier relación de trabajo y que informara que se había accidentado en otro lugar y no en las instalaciones del establecimiento de comercio de su propiedad; acatando esas órdenes, el señor Bañol Bañol lo llevó al hospital San Joaquín; en la historia clínica se relaciona paso a paso la evolución del accidente desde que fue atendido por los médicos; las dos primeras semanas de incapacidad se le canceló correctamente el subsidio correspondiente; el 11 de noviembre de 2015 le ordenaron 20 terapias físicas, pero su jefe inmediato le manifestó que no tenía plata para pagar las terapias; el 13 de noviembre de 2015 recibió una llamada del accionado quien le dijo que no tenía plata para responder por nada más, que si quería lo demandara; el 19 de noviembre de 2015 le prescribieron 17 días más de incapacidad, día en el que el señor Bañol Bañol le dijo que no volviera al trabajo porque no había con que pagarle; su empleador no lo afilió ni pagó los aportes al sistema de seguridad social.
Al dar respuesta a la demanda –fls.60 a 67- el señor Héctor Alberto Restrepo Peláez negó que entre él como propietario del establecimiento de comercio Carrocerías Oasis y el demandante haya existido un contrato de trabajo en los términos expuestos anteriormente, ya que en realidad el señor Grajales Salazar era ayudante del señor José Adán Bañol Bañol, con quien tenía una relación de índole comercial. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inepta demanda”, “Incumplimiento de los requisitos del contrato de trabajo”, “Legitimación en la causa por activa”.
En sentencia de 28 de junio de 2017, la funcionaria de primer grado declaró que entre el señor Héctor Fabio Grajales Salazar y el señor Héctor Alberto Restrepo Peláez existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 5 de noviembre de 2014 y el 19 de noviembre de 2015, el cual fue finalizado sin justa causa y cuando se encontraba en estado de debilidad manifiesta; en consideración a que el señor José Adán Bañol Bañol realmente actuó en calidad de intermediario del demandado al contratar al actor para prestar sus servicios en la soldadura y remachado de furgones en el establecimiento de comercio de propiedad de Héctor Alberto Restrepo Peláez, quien en la realidad fungió como verdadero empleador.
Por lo expuesto condenó al demandado a reconocer y pagar la suma de $485.714,28 por concepto de 17 incapacidades concedidas y no canceladas a partir del 19 de noviembre de 2015, la suma de $2.315.394 por concepto de prestaciones sociales y vacaciones y $921.267 por concepto de auxilio de cesantías, así como los aportes al sistema general de pensiones en la AFP Protección S.A, teniéndose como salario semanal la suma de $200.000, esto es, un salario mensual de $857.143.
Igualmente condenó al demandado a reconocer y pagar la suma de $892.857 por concepto de indemnización por despido sin justa causa, $5.142.858 por la indemnización prevista en la Ley 361 de 1997 y la sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T. consistente en $28.571,43 diarios a partir del 20 de noviembre de 2015 y hasta por 24 meses, debiendo cancelar intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Financiera desde el mes 25 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.

Finalmente negó las demás pretensiones de la demanda.

Inconforme con la decisión, el apoderado judicial del señor Héctor Alberto Restrepo Peláez interpuso recurso de apelación argumentando que entre el demandado y el señor José Adán Bañol Bañol existió una relación de índole comercial, la cual llevó a éste último a contratar al demandante Héctor Fabio Grajales Salazar, lo que indica que es él el llamado a responder por las obligaciones que surjan por las actividades desarrolladas por el accionante y no el demandado Héctor Alberto Restrepo Peláez, sin que en nada incida el hecho de que el actor haya prestado sus servicios con los elementos y herramientas que éste suministraba en virtud del contrato comercial.

Indicó que de acuerdo con lo dicho por la madre del señor Grajales Salazar, fue él quien decidió dar por finalizada la relación contractual que tenía con el señor José Adán Bañol Bañol, al indicar que su hijo decidió no volver al trabajo.

Con base en lo expuesto, solicita que se nieguen la totalidad de pretensiones al no haber existido entre el demandante y el señor Restrepo Peláez un contrato de trabajo en los términos referidos en la demanda.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Quedó demostrado en el proceso que el señor José Adán Bañol Bañol fungió como un simple intermediario entre el señor Héctor Fabio Grajales Salazar y el señor Héctor Alberto Restrepo Peláez propietario del establecimiento de comercio Carrocerías Oasis?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

CONTRATISTAS INDEPENDIENTES, SIMPLES INTERMEDIARIOS Y REPRESENTANTES PATRONALES.

Señala el artículo 34 del C.S.T. que son contratistas independientes, y por tanto, verdaderos patronos y no representantes ni intermediarios, las personas naturales o jurídicas que contraten la ejecución de una o varias obras o la prestación de servicios en beneficio de terceros, por un precio determinado, asumiendo todos los riesgos, para realizarlos con sus propios medios y con libertad y autonomía técnica y directiva; siendo el beneficiario del trabajo o dueño de la obra, solidariamente responsable con el contratista por el valor de los salarios, las prestaciones sociales e indemnizaciones a que tenga derecho el actor.

Ahora bien, el artículo 32 de ese mismo cuerpo normativo, prevé que son representantes del empleador, y como tales, lo obligan frente a sus trabajadores, además de quienes tienen ese carácter según la Ley, la convención o el reglamentó del trabajo, quienes ejerzan funciones de dirección o administración y los intermediarios.

Frente a éstos últimos, establece el artículo 35 del C.S.T., que se consideran simples intermediarios las personas que contratan servicios de otras para ejecutar trabajos en beneficio y por cuenta exclusiva de un empleador, e igualmente aquellos quienes, aun apareciendo como empresarios independientes, agrupen o coordinen los servicios de determinados trabajadores para la ejecución de trabajos en los cuales utilicen locales, equipos, maquinarias, herramientas u otros elementos de un empleador, para beneficio de éste y en actividades ordinarias inherentes o conexas del mismo; obligándose a declarar esa calidad y manifestando el nombre del empleador, pues de no hacerlo, responde solidariamente con aquel por las obligaciones respectivas.

De conformidad con lo expuesto, se concluye que aquellos representantes patronales que ejercen funciones de dirección o administración, no son solidariamente responsables frente a las obligaciones contraídas por el empleador frente a su trabajador.

EL CASO CONCRETO
Argumenta el apoderado judicial del señor Héctor Alberto Restrepo Peláez al sustentar el recurso de apelación, que no es posible que se declare la existencia de un contrato de trabajo entre él y el señor Héctor Fabio Grajales Salazar, en consideración a que esa relación contractual la tuvo el demandante con el señor José Adán Bañol Bañol quien tenía un contrato comercial con él para la fabricación de furgones.
Con el fin de demostrar esas afirmaciones, que ya habían sido relatadas por el demandado al dar respuesta a la demanda –fls.60 a 67-, el señor Restrepo Peláez solicitó que fuera escuchado el testimonio del propio José Adan Bañol Bañol, quien expresó que llevaba aproximadamente seis años realizando furgones para el señor Héctor Alberto Restrepo Peláez, propietario del establecimiento de comercio “Carrocerías Oasis”; sostuvo que fue él quien decidió contratar al señor Héctor Fabio Grajales Salazar, con el fin de que le ayudara en las labores concernientes al doblaje y soldadura; que se le cancelaba semanalmente la suma de $200.000; informó que para cumplir con la hechura de los furgones, tenía contratados tres trabajadores; que el furgón más sencillo de elaborar tenía un costo de aproximadamente $450.000 y lo realizaban en semana y media; él estaba pendiente de que el demandante hiciera sus funciones correctamente, debiendo prestar sus servicios en un horario de trabajo diario de 8:00 am a 6:00 pm, que era exigido por él; cuando se le indagó sobre la forma en que convino la prestación del servicio a favor del señor Restrepo Peláez, explicó que cuando se le daba la orden de hacer un furgón, se dirigía donde la secretaría del establecimiento de comercio para pedirle la materia prima, posteriormente cuando le era entregada, procedía, con las herramientas y elementos de trabajo suministradas por el señor Restrepo Peláez, a fabricar con sus colaboradores el furgón en las instalaciones del establecimiento de comercio, trabajo que era supervisado por una persona al servicio del demandado.

De conformidad con lo expuesto por el propio José Adán Bañol Bañol, concluye la Sala que si bien en su testimonió él intentó mostrarse como un contratista independiente respecto del señor Héctor Alberto Restrepo Peláez, propietario del establecimiento de comercio “Carrocerías Oasis”, la verdad es que en su relato se evidencia que él realmente fungió como un simple intermediario, pues nótese que su función era la de agrupar un número determinado de personas para ejecutar labores en beneficio del señor Restrepo Peláez, utilizando las instalaciones, equipos, herramientas y materias primas que éste suministraba para dar cumplimiento a la actividad principal del establecimiento de comercio, que según el certificado de matrícula mercantil expedido por la Cámara de Comercio de Pereira –fl.23- es la “Fabricación de carrocerías para vehículos automotores; fabricación de remolques y semirremolques.”.
Es que nótese que a pesar de que el accionado allegó contrato de comercial suscrito entre él y el señor Bañol Bañol –fls.55 a 56- que podría dar la apariencia de que se tratara de un contratista independiente, lo cierto es que ello no solamente la contraría la realidad mostrada por el señor José Adán en su declaración, sino también porque dicho contrato no fue cumplido en los términos allí descritos, pues al preguntársele al señor Héctor Alberto Restrepo Peláez si el señor Bañol Bañol había constituido la póliza de cumplimiento a favor del contratante para el cumplimiento y calidad del objeto del contrato descrita en el numeral 5º de la cláusula sexta del convenio comercial, contestó que nunca verificó la constitución de la misma; omisión que de acuerdo con lo previsto en la cláusula novena habilitaba al contratante para dar por finalizada la relación comercial, situación que nunca aconteció, pues como ya quedó demostrado, entre el testigo y el demandado no existió ese tipo de relación contractual.
En lo que tiene que ver con el argumento expresado por la parte demandada en el recurso de apelación, consistente en que la señora Gloria Grajales Salazar, madre del señor Héctor Fabio Grajales Salazar, había expresado que era su hijo quien había decidido no volver al trabajo, es del caso manifestar que ello no obedece a la verdad, pues insistentemente en su relato sostuvo que su hijo Héctor Fabio Grajales Salazar le había contado que los señores José Adán Bañol Bañol y Héctor Alberto Restrepo Peláez fueron quienes, estando incapacitado, le indicaron que no volviera a trabajar con ellos, es decir, que habían sido ellos quienes habían dado por finalizado el contrato de trabajo.

De esta manera queda resuelto el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la parte demandada.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 28 de junio de 2017.
Costas en esta instancia a cargo de la parte recurrente en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte recurrente en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.
Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
   OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA.                                         
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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